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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL                                     

         



         SALA No. 6 DE ASUNTOS PENALES PARA ADOLESCENTES
Magistrado Ponente: Jaime Alberto Saraza Naranjo
Pereira, mayo veintiuno de dos mil diez 




Expediente 66001-60-00035-2009-00935-01 
  



Acta No. 229 de mayo 21 de 2010



Resuelve la Sala el recurso de apelación interpuesto por la defensora del adolescente César Augusto Aranda Vélez, contra el fallo emitido por el Juzgado Primero Penal para Adolescentes con Función de Conocimiento de Pereira, el 25 de marzo pasado, dentro del proceso que se le adelanta por el delito de hurto calificado y agravado. 




ANTECEDENTES

Los hechos que dieron origen a la presente actuación ocurrieron el 22 de diciembre de 2009, cuando César Augusto Aranda Vélez fue aprehendido por uniformados de la Policía Nacional momentos después de que en compañía de otros individuos, mayores de edad, hurtaran algunos celulares, dinero y otros objetos a varias personas que viajaban en un bus urbano que cubría la ruta Naranjito-Bella Sardi; denunciados por la ciudadanía, fueron alcanzados cuando ingresaban al inmueble ubicado en la “manzana 3, casa 54”, el joven subió al segundo piso y arrojó un arma de fuego, mientras que a los otros sujetos les fueron encontrados dos celulares y una bolsa con monedas. 

Con ese acontecer la Fiscalía General de la Nación solicitó que se realizaran las audiencias preliminares de legalización de captura y de formulación de imputación e imposición de medida de internamiento preventivo ante el Juzgado Segundo Penal Municipal para Adolescentes con Función de Control de Garantías de esta capital, por medio de las cuales se declaró la legalidad de la captura (decisión apelada),  se le atribuyó la coautoría en el delito de hurto calificado y agravado, teniendo en cuenta los artículos 239, 240 inciso 2°, 241-10 y 58-10 del C.P.P., modificados por los artículos 37 y 51 de la Ley 1142 de 2007, cargos que el joven no aceptó, y se le impuso la medida de internamiento preventivo (proveído también apelado). Las decisiones impugnadas fueron confirmadas por el superior. 
Oportunamente, el ente acusador solicitó que se realizara la audiencia de formulación de acusación ante los Jueces Penales para Adolescentes con Función de Conocimiento; el Juzgado Primero de esa especialidad citó para ese acto, en desarrollo del cual el adolescente aceptó libre, voluntaria y espontáneamente los cargos imputados, contando para ello con la asesoría de su defensora; además, se escucharon las intervenciones relacionadas con sus condiciones sociales y familiares, que permitieran la adecuación de la sanción respectiva.  
Vino la audiencia de lectura del fallo e imposición de la sanción;  allí se declaró la responsabilidad penal del joven en armonía con los cargos formulados y en vista de que el funcionario halló demostradas la ocurrencia del hecho y la participación de César Augusto Aranda, quien, además, aceptó los cargos; de otro lado, le impuso como sanción la privación de la libertad por un término de diez meses y veinticuatro días, de los cuales se descontaría el tiempo que lleva internado. 
La Defensoría Pública apeló la decisión en relación con el quantum de la sanción impuesta y anunció que ella se centraría en la decisión del juzgado de no aplicar el beneficio de que trata el artículo 268 del C. Penal. 


 

En la audiencia de sustentación del recurso en esta sede, intervinieron la Defensoría Pública, la Fiscalía y la Defensoría de Familia. 


Inicio la Defensa la sustentación señalando que el artículo 268 establece una circunstancia de atenuación punitiva otorgando la disminución de una tercera parte a la mitad cuando el hurto recaiga sobre cosa cuyo valor sea inferior a un salario mínimo legal, y en este caso dicha cuantía no alcanzó siquiera ese tope, según se desprende de la denuncia formulada por la única víctima conocida, la que fue indemnizada. A los adultos que coparticiparon, se les concedió el beneficio de la libertad, entre otras cosas porque al momento de dictarse sentencia e imponer la pena,  se les reconocieron los descuentos legales por aceptación de cargos, indemnización de perjuicios y la disminución de la pena por no superar el valor de lo hurtado un salario mínimo legal, de acuerdo con la norma en cita. En este caso, sin embargo, el Juez Penal Para Adolescentes no contempló esa última alternativa, porque presumió que la cuantía era superior a un salario mínimo legal mensual vigente, desconociendo el artículo 381 del C.P.P.  que señala que para la condena se requiere el conocimiento más allá de toda duda sobre el delito y la responsabilidad del acusado, fundado en las pruebas debatidas en el juicio, “es decir, que para emitir un fallo condenatorio el juez debe tener cabal conocimiento del delito penal a aplicar derivado de las pruebas del juicio, y ello implica también los amplificadores del tipo, aquellos que afectan la dosificación punitiva, como es el caso del pago de perjuicios y el valor de los mismos que al ser inferior a un salario mínimo modifica la estructura de la pena” (sic). Los perjuicios deben ser demostrados por las partes y en este caso la denunciante adujo que el valor no superaba un salario mínimo legal y a esa afirmación debió someterse el juez que no puede presumir o conjeturar en ese aspecto. Si el juez que sentenció a los adultos concedió ese beneficio, el derecho a la igualdad implica que también se le conceda al adolescente; además, debe aplicarse el principio de legalidad. 
La Fiscalía manifestó que la argumentación de la Defensa es razonable y, por tanto, debe reconocérsele al menor la disminución que contempla el artículo 268, en vista de que no fue posible ubicar víctimas diferentes a la señora Luz Edeysi Melchor Vélez, ni cuantificar perjuicios diferentes a los que ella denunció, que ascendieron a $300.000,oo, suma que fue indemnizada y la sanción debe corresponder a la realidad del proceso. Señaló la Fiscal que hay dos reportes en el sistema de consultas para esa entidad sobre el adolescente por el delito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, el primero inactivo en etapa de indagación y el segundo, inactivo por ejecución de pena del que no se ha recibido copia; pero, dijo, el artículo 159 del C.I.A. que permite tener en cuenta tales registros para definir la sanción, no parece ser aplicable cuando se trata de las disminuciones legales, como la que contempla el artículo 268 del C. Penal. 
Por su lado, el Defensor de Familia pidió que se confirmara la sentencia porque la conducta reviste gravedad y la sanción se impuso con vista en lo reglado por el artículo 179 del C.I.A.; agregó que además de los derechos preferentes del adolescentes deben considerarse también los que le asisten a la comunidad de vivir con tranquilidad y seguridad. En cuanto a la dosificación, halla que el Juez atendió las orientaciones de esta Corporación y se ajusta a los parámetros legales, sin embargo, nada dijo sobre la disminución que se reclama. 

El Ministerio Público no asistió y el joven guardó silencio. 
Surtido el trámite que aquí corresponde, se procede a decidir, previas estas: 
CONSIDERACIONES:
La Sala es competente para conocer de este recurso, en virtud de lo reglado por el artículo 168 de la Ley 1098 de 2006, que armoniza con el 34 de la Ley 906 de 2004 y lo hará de fondo, ya que no se advierte la incursión en causales de nulidad, ni quebrantamiento de los derechos que les asisten a los intervinientes.

Como viene de verse, el joven César Augusto Aranda Vélez se allanó a los cargos que se le imputaron y de allí se derivó que el trámite se agilizara hasta llegar a la sentencia que fue de carácter condenatorio, porque, no cabe duda, su conducta fue típica, antijurídica y culpable y en ella contó con la participación de otras personas mayores de edad; todas las pruebas que hasta el momento de la aceptación de cargos se conocían, apuntan a ello, lo que explica que en ese sentido no se haya mostrado ninguna inconformidad. 

Esta, en realidad, se hizo manifiesta en lo relacionado con el quantum de la sanción que se le impuso, que fue privativa de la libertad por el término de diez meses y veinticuatro días. Discute la defensa que además de las disminuciones que se le reconocieron al adolescente, debe contemplarse la que prevé el artículo 268 del C. Penal, dado que la única víctima que compareció al proceso sólo reclamó perjuicios por un monto de $300.000,oo, inferior al salario mínimo legal mensual vigente para la época de los hechos y, por tanto, no se puede presumir, sin prueba de ello, que la afectación a otras personas que no se conocen pudo ser mayor para negar ese reconocimiento. 

Ciertamente, el Juzgado dijo en su sentencia que tal disminución es inoperante en este caso concreto porque “…fueron varias las víctimas afectadas, se sabe hurtaron celulares y otras pertenencias, así como dinero, lo cual indica que la cuantía sí fue superior al salario mínimo legal mensual vigente, aunque con certeza no se sepa a cuánto ascendió...”.

En este punto, entonces, concentrará su atención la Sala, dado que los demás aspectos tenidos en cuenta por el juzgado para delimitar la sanción no son objeto de reparo por ninguno de los intervinientes. Esto, claro está, sin perjuicio de que se diga que esta Corporación 
 ha asumido el criterio de la Corte Suprema de Justicia 
 acerca de que en el sistema penal para adolescentes no tiene cabida la aplicación del sistema de cuartos para dosificar la sanción, dado que se trata de eso, de una sanción, y no de una pena, lo cual no requiere aquí muchas lucubraciones, porque no es el tema debatido.
Aquél punto, el relacionado con la diminuente que señala el artículo 268 del C. Penal en este evento, tampoco exige muchas disquisiciones para arribar a la conclusión de que le asiste razón al apelante, porque los requisitos de la norma están cumplidos. En efecto, establece tal canon que: 
“Las penas señaladas en los capítulos anteriores, se disminuirán de una tercera parte a la mitad, cuando la conducta se cometa sobre cosa cuyo valor sea inferior a un (1) salario mínimo legal mensual, siempre que el agente no tenga antecedentes penales y que no haya ocasionado grave daño a la víctima, atendida su situación económica”.

El primer elemento consiste en que el objeto sobre el que recae el ilícito penal no tenga un valor igual o superior a un salario mínimo legal mensual vigente. Lo que refleja la actuación es que efectivamente sólo se presentó una víctima a reclamar lo que le fue hurtado, que estimó en la suma de $300.000,oo, cantidad que, por cierto, le fue reconocida como indemnización. Nadie más hizo valer sus derechos, ni siquiera se pudo establecer el valor de los demás elementos incautados que se afirma que corresponden al hurto. De esta suerte, siguiendo de cerca el artículo 381 del estatuto procesal penal, traído a colación por la impugnante, bien se ve que la decisión de condena debe apoyarse, tanto para la calificación de la conducta, como para la graduación punitiva, en las pruebas regular y oportunamente allegadas al juicio que aquí no señalan nada diferente a que la cuantía no superó el salario mínimo legal vigente para el año 2009 que era del orden de los $496.500,oo. 

El segundo elemento tiene que ceder en el sistema penal para adolescentes, en atención a que el artículo 159 de la Ley 1098 de 2006 impide tener como antecedente judicial las sentencias proferidas en procesos de esa estirpe, que apenas sirven como elemento de ponderación para establecer qué medida conviene más al niño, niña o adolescente. Más aún, la misma Fiscalía anunció que no le fue posible allegar la prueba de los registros que tiene sentados el joven, de manera que no podría tenerse por acreditado que tenga ese tipo de antecedentes.

Y el tercero, que se refiere al grave daño causado a la víctima atendida su situación económica, tampoco se configura, porque, por un lado, la cuantificación de los perjuicios fue dejada al arbitrio de la víctima, que no refirió que por causa del hurto hubiera quedado en un estado de degradación económica tal que le impidiera llevar el estilo de vida que hasta entonces conservaba. Y por el otro, la conducta es grave, eso no se discute, pero de lo que se trata es de que se produzca un daño de esa misma naturaleza en la víctima en sentido patrimonial, que aquí no está demostrado. 

A juicio de la Sala, entonces, no había por qué negar el beneficio aludido y, por tanto, el fallo tendrá que ser modificado en ese sentido. 

Ahora bien, lo dicho conlleva una adecuación del término impuesto como sanción. Aceptado como está que el juez se moviera en este caso en el sistema de cuartos, y ubicado en los medios, esto es, entre 24 y 48 meses, concretada la sanción en 36 meses en atención a las circunstancias de menor y mayor punibilidad y a los aspectos señalados en el artículo 61 del C. Penal, nada de lo cual fue motivo de réplica, debe primero procederse a la disminución que contempla el artículo 268 del C. Penal, que en este caso, atendida la necesidad que tiene el joven de recibir apoyo institucional para superar en algún grado los problemas de adicción a sustancias sicoactivas y de comportamiento que ha venido registrando, será de una tercera parte. Es decir, que la sanción se reduce a 24 meses de los cuales se descuenta el 50% ya que hubo indemnización del daño a la única víctima que reclamó, o sea, que baja a 12 meses; estos, a su vez, deben disminuirse en un 40% por causa de la aceptación de cargos, de manera que, en últimas, la sanción ha debido ser de SIETE MESES y SEIS DÍAS, y así se decidirá. 
DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala No. 6 de Asuntos Penales para Adolescentes del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia dictada por el Juzgado Primero Penal para Adolescentes con Función de Conocimiento de Pereira, el 25 de marzo pasado, dentro del proceso que se le adelanta contra César Augusto Aranda Vélez por el delito de hurto calificado y agravado, pero MODIFICA el ordinal primero de la parte resolutiva en el sentido de que el término de la sanción impuesta será de SIETE (7) MESES Y SEIS (6) DÍAS. 
Esta sentencia queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso extraordinario de casación.





Los Magistrados,





JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ
� Tribunal Superior del Distrito Judicial, Sala No. 4 de Asuntos Penales para Adolescentes,  Abril doce del año dos mil diez, expediente 66001-60-01248-2009-00546-01, M.P. Gonzalo Flórez Moreno, Pereira.


� Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Penal,  Acta No.331 del 21 de octubre de 2009,  M. P. Yesid Ramírez Bastidas
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